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APELACIÓN 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia,  
Sala de Bayamón. 
 
Civil Núm.:   
D CD2014-1278. 
 
Sobre:  
Cobro de dinero. 

 
Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la Jueza 
Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
  

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de agosto de 2016. 
 

 La parte apelante, compuesta por Eugenio Rivera Lozada (Lic. 

Rivera) y la sociedad legal de gananciales compuesta por este y la Sra. 

Evelyn Ramos Velilla, instó el presente recurso de apelación el 27 de abril 

de 2016.  En síntesis, solicitó que se revocara la Sentencia emitida el 17 

de marzo de 2016, notificada el 29 de marzo de 2016, por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Bayamón.  Mediante esta, el foro apelado 

desestimó, sin perjuicio, la Demanda de cobro de dinero instada por la 

parte apelante.   

 Evaluados los autos del caso a la luz del derecho aplicable, 

confirmamos la Sentencia dictada por el tribunal apelado. 

I. 

 El 9 de mayo de 2014, la parte apelante instó una Demanda de 

cobro de dinero contra la sucesión de Gregorio Maldonado Ortiz y Belén 

Hernández Bracero, y otros.  Cabe señalar que la parte apelante no 

incluyó copia de dicha Demanda en el apéndice del recurso ante nuestra 

consideración.  A su vez, tampoco surge del epígrafe de la Sentencia 
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apelada o del epígrafe del recurso de apelación, quiénes componen la 

parte demandada. 

 En síntesis, la parte apelante solicitó el pago de unos honorarios 

de abogado, presuntamente pactados con la parte apelada, cuyo pago 

provendría de la venta de cierta propiedad perteneciente a los herederos 

de la sucesión demandada.  También se desprende de los autos ante 

nuestra consideración que, allá para el 18 de junio de 2012, el aquí 

apelante había instado otra demanda de cobro de dinero, en la que 

también reclamó el pago de los honorarios adeudados.  Véase, civil núm. 

D CD2012-1587. 

 Luego de varios trámites procesales, que incluyó varias órdenes 

del tribunal de instancia que la parte apelante incumplió1, el foro de 

instancia dictó la Sentencia apelada ante nos y desestimó, sin perjuicio, la 

Demanda.  Por un lado, concluyó que la controversia no estaba madura, 

ya que la parte apelante solicitó el pago de unos honorarios que 

supuestamente están condicionados a la venta de cierta propiedad, sin 

demostrar que dicha propiedad fuese vendida. 

Por otro lado, consignó que la parte apelante incumplió con las 

Reglas 4.3 (quién puede diligenciar el emplazamiento; término para el 

diligenciamiento) y 4.6 (emplazamiento por edictos y su publicación) de 

las de Procedimiento Civil2, y que faltaba una parte indispensable, ya que 

la apelante no incluyó en el pleito a todos los herederos de la sucesión 

demandada.  El tribunal sentenciador señaló que dichas deficiencias no 

fueron subsanadas por la parte apelante, a pesar de haber tenido 

distintas oportunidades para así hacerlo.   

 Inconforme, la parte apelante instó el presente recurso y apuntó los 

siguientes errores: 

                                                 
1
 Específicamente, en la Sentencia apelada, el tribunal de instancia alude a distintas 

resoluciones y órdenes, mediante las cuales requirió a la parte apelante que mostrara 
causa por las cuales el caso no debía ser desestimado por prematuro, así como por su 
incumplimiento con las Reglas 4.3 y 4.6 de las de Procedimiento Civil y por falta de parte 
indispensable.  Transcurridos más de cien días desde que el foro apelado ordenase a la 
parte apelante mostrar causa sin que así lo hiciera, el foro primario dictó la Sentencia 
ante nuestra consideración.   
 
2
 32 LPRA Ap. V, R. 4.3 y 4.6.  
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1. El Honorable Tribunal, utilizó mal uso de su discreción al 
dictar Sentencia el 17 de marzo de 2014 [sic], archivada el 
19 de marzo de 2016, (EXHIBIT I), estado notificado por 
Moción Informativa, en el caso [DCD2014-1278], sala 
(401) sobre Cobro de Dinero; (EXHIBIT XIII), y de la moción 
“URGENTE” SOLICITUD PARA CONSILIDAR EL CASO 
EUGENIO RIVERA LOZADA y su Sociedad Legal de 
Gananciales Demandantes vs. SUCESIÓN GREGORIO 
MALDONADO ORTIZ Y BELEN HERNANDEZ BRACERO 
Y OTROS Demandados Civil Número: DCD2014-1278 
(401) sobre Cobro de Dinero (EXHIBIT XII), el uso de la 
Regla 38 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, en el caso 
[DCD2012-1587] sala (503) Eugenio Rivera Lozada y su 
sociedad Legal de Gananciales vs. Sucesión de Gregorio 
Maldonado Ortiz y Otros.  [sic] 
 
2. El Honorable Tribunal, al tener presente la Resolución de 
la Declaratoria de Herederos, llevada a cabo en el caso 
Gregorio Maldonado Ortiz, ET ALS Demandante Vs. 
Sucesión Francisco Maldonado Hernández, Demandados 
ET ALS civil número [DAC1995-0855], Sobre 
Administración, División de Herencia y Daños y Perjuicios.  
(EXHIBIT III).  [sic]  
 
3. Como parte del expediente del caso del Tribunal de 
Primera Instancia Sala (401), forma parte la tasación de la 
referida propiedad, Ordenada por el Honorable Juez Ángel 
R. Pagán Ocasio, (EXHIBIT X), y pagada por todos los 
herederos de la sucesión don Gregorio Maldonado Ortiz y 
doña Belén Hernández Bracero, estableciendo y fijando el 
precio de la propiedad descrita en el párrafo cinco (5), 
suficiente evidencia para fijar los Honorarios a la parte 
demandante.  [sic] 

 
(Énfasis en el original).  
 
 Huelga apuntar que la Sentencia apelada fue notificada 

únicamente al Lic. Rivera y, a pesar de que este consignó haber 

notificado el recurso de apelación a la Sra. Carmen F. Morales 

Maldonado, no surge que esta fuera parte del pleito.  Así pues, el recurso 

quedó perfeccionado sin oposición alguna.   

II. 

A. 

Un caso no es justiciable si se trata de un asunto que no es 

susceptible de resarcimiento judicial.  Acevedo Vilá v. Meléndez Ortiz, 164 

DPR 875 (2005).  Por ello, antes de atender los méritos de alguna 

controversia planteada por una parte promovente, un tribunal debe 

cuestionarse, a solicitud de parte o motu proprio, si el caso plantea una 
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controversia justiciable3.  Sánchez et al. v. Srio. de Justicia et al., 157 

DPR 360, 370 (2002).  El propósito de esta limitación judicial es 

salvaguardar la función de la Rama Judicial, así como la protección de 

nuestro sistema constitucional.  Id. 

En Fund. Surfrider y otros v. ARPe, 178 DPR, 563, 571-572 (2010), 

el Tribunal Supremo recalcó que el poder de revisión judicial solo puede 

ejercerse en un asunto que presente un caso o controversia, y no en 

aquellas circunstancias en que se presente una disputa abstracta cuya 

solución no tendrá consecuencias para las partes.  

 Así pues, un asunto no es justiciable cuando: (1) se trata de 

resolver una cuestión política; (2) una de las partes no tiene capacidad 

jurídica para promover un pleito; (3) un pleito ya comenzado se torna 

académico; (4) las partes desean obtener una opinión consultiva, y (5) se 

promueve un pleito que no está maduro.  Noriega v. Hernández Colón, 

135 DPR 406, 421-422 (1994). 

En la doctrina de madurez “se examina la proximidad 
temporal o inminencia del daño alegado a través de un 
análisis dual: si la controversia sustantiva es apropiada para 
resolución judicial y si el daño es suficiente para requerir 
adjudicación”.  [...]  Con ánimo no desprevenido, “[l]os 
tribunales deben determinar si existe realmente una 
controversia entre las partes de naturaleza justiciable, propia 
para un pronunciamiento judicial”.  [...]  Resulta 
determinante, pues, que la controversia se encuentre 
concretamente definida, de forma que el tribunal pueda 
justipreciarla en sus méritos.  [...]   

 
Clases A, B y C v. PRTC, 183 DPR 666, 692 (2011).  (Citas suprimidas). 

B. 

En cuanto a la parte indispensable, la Regla 16.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 16.1, dispone que las personas que tuvieren un 

interés común sin cuya presencia no pueda adjudicarse la controversia, 

se harán partes y se acumularán como demandantes o demandados, 

según corresponda.  Una parte indispensable es aquella persona cuyos 

                                                 
3
 Es norma reiterada que “[l]os tribunales deben ser celosos guardianes de su 

jurisdicción, y están obligados, incluso, a considerar dicho asunto motu proprio.  La 
jurisdicción, fuente principal de la autoridad de los tribunales para interpretar y hacer 
cumplir las leyes en nuestro sistema de derecho, se halla gobernada por la aplicación de 
las diversas doctrinas que dan vida al principio de justiciabilidad […].  Por ello, previo a 
entrar en los méritos de un caso, hay que determinar si la controversia es justiciable.”  
Sánchez v. Secretario de Justicia, 157 DPR 360, 369-370 (2002).  (Énfasis suplido). 



 
 

 
KLAN201600550    

 

5 

derechos e intereses podrían quedar destruidos o inevitablemente 

afectados por una sentencia dictada estando esa persona ausente del 

litigio.  Munc. de San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 DPR 743, 756 

(2003).   

Dicho interés no es cualquier interés, sino uno de tal orden que 

impida la confección de un decreto sin afectarlo.  Hernández Agosto v. 

López Nieves, 114 DPR 601, 606 (1983).  Para determinar si se debe 

acumular una parte, es necesario evaluar los hechos particulares de cada 

caso y tomar en cuenta factores, tales como: tiempo, lugar, modo, clase 

de derechos, alegaciones, prueba, intereses en conflicto, formalidad y 

resultado.  Munc. de San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 DPR, a la págs. 

756-757.  

Una vez se determine que faltan partes indispensables, el pleito no 

podrá adjudicarse sin su presencia.  Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 

DPR 216, 223 (2007).  Ello persigue evitar que estas se vean privadas de 

su propiedad sin un debido proceso de ley, y que el remedio adjudicado 

sea completo.  Id.  Ante la falta de partes indispensables, se debe 

desestimar la acción, aunque dicha desestimación no tiene el efecto de 

una adjudicación en los méritos.  Id., a la pág. 224. 

No obstante ello, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

establecido que un tribunal puede conceder la oportunidad de traer al 

pleito a la parte originalmente omitida, siempre y cuando ese tribunal 

pueda asumir jurisdicción sobre ella.  Cirino González v. Adm. Corrección 

et al., 190 DPR 14, 46 (2014).  Es decir, mientras exista la posibilidad de 

traer a esa parte al pleito, no procederá la desestimación de la demanda, 

sino que se concederá la oportunidad de incluir a dicha parte en el 

proceso.  Id., a las págs. 46-47. 

Por último, la falta de parte indispensable incide sobre la 

jurisdicción del tribunal, y puede presentarse en cualquier momento, 

inclusive en la etapa apelativa.  Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 DPR, 

a las págs. 222-223.  
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III. 

 La parte apelante planteó que el tribunal de instancia erró al 

desestimar su reclamo, ya que tenía conocimiento de la solicitud de 

consolidación de este con el caso civil núm. D CD2012-1587.  Además, 

arguyó que el foro primario también tenía conocimiento de la declaratoria 

de herederos y del valor de la propiedad a venderse para el pago de los 

honorarios.  Sin embargo, no articuló cómo dichos errores incidieron 

sobre el razonamiento que culminó con la Sentencia apelada. 

 Cual citado, la jurisdicción, fuente principal de la autoridad de los 

tribunales para interpretar y hacer cumplir las leyes en nuestro sistema de 

derecho, se halla gobernada por la aplicación de las diversas doctrinas 

que dan vida al principio de justiciabilidad.   Así pues, antes de atender 

los méritos de alguna controversia planteada por una parte promovente, 

un tribunal debe cuestionarse, a solicitud de parte o motu proprio, si el 

caso plantea una controversia justiciable. 

 Una de las instancias en las que se considera que una controversia 

no es justiciable, es cuando se promueve un pleito que no está maduro.  

Por ello, los tribunales deben determinar si existe realmente una 

controversia entre las partes de naturaleza justiciable, propia para un 

pronunciamiento judicial.  Según consignado en la Sentencia apelada, 

aun de tomarse como ciertas las alegaciones de la parte demandante-

apelante, esta no pudo demostrar que en efecto se vendió la propiedad 

de la parte demandada.  De los ingresos provenientes de dicha venta es 

que presuntamente se pagarían los honorarios adeudados a la parte 

apelante.  Así pues, el tribunal de instancia no erró al concluir que la 

controversia era prematura.   

 Con referencia a la falta de partes indispensables, si bien es cierto 

que mientras exista la posibilidad de traer estas al pleito no procederá la 

desestimación de la demanda, la parte apelante tuvo la oportunidad de 

subsanar dicho defecto y no lo hizo.   
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Surge de la propia Sentencia apelada que esta fue emitida cuando 

ya habían transcurrido más de cien días desde que el tribunal 

sentenciador ordenase a la parte apelante mostrar causa por las cuales 

su reclamo no debía ser desestimado a la luz de su incumplimiento 

reiterado. 

 La parte apelante instó su Demanda el 9 de mayo de 2014, y para 

el 17 de marzo de 2016, fecha en la que se emitió la Sentencia apelada, 

el Lic. Rivera no había unido al pleito a todos los herederos de la sucesión 

demandada o realizado los trámites correctos para emplazar a la parte 

demandada.     

 Tanto la falta de madurez, como la falta de parte indispensable y el 

incumplimiento con los trámites para emplazar correctamente, inciden 

sobre la jurisdicción de los tribunales.  Por ello, el foro primario no erró al 

desestimar, sin perjuicio, la Demanda de la parte apelante.  Así pues, 

procede confirmar la Sentencia apelada.   

IV. 

 Por todo lo antes expuesto, confirmamos la Sentencia emitida el 17 

de marzo de 2016, notificada el 29 de marzo de 2016, por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Bayamón.   

 Notifíquese.   

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


